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«¡Audiencia pública!», la voz del funcionario enmudeció el murmullo de conversaciones cruzadas de quienes aguardaban para entrar en la sala de vistas. Dos años y cuatro meses después del asesinato, Eugenio y Lidia regresaban a la Audiencia Nacional con un nudo en el estómago. No habían vuelto a Madrid desde aquel aciago día en que, sin más amparo que su mutua compañía, llegaron a la capital para velar el cadáver de su hija. «¡Audiencia pública!», reiteró el funcionario para hacerse oír, y los presentes comenzaron a desfilar hacia el escenario en el que se iba a representar el último acto de aquel drama. 

La sala estaba pulcramente ordenada con bancos corridos, cuya primera fila estaba reservada para la prensa. Una enorme luna separaba al público de la sala de vistas en sí, paredes y suelo de madera, donde los miembros del tribunal aguardaban sentados, enfundados en sus togas con puñetas, a que los presentes tomaran asiento para iniciar la sesión. Ese cuerpo traslúcido convertía a quienes estaban del otro lado en los personajes vivientes de un escaparate sometidos al escrutinio de los clientes. A la izquierda, un cubículo acristalado guardaba a los acusados Emilio Hellín, Ignacio Abad, Javier Pérez Ajero y José Ricardo Prieto. Los dos últimos habían sido encarcelados en enero para evitar el riesgo de fuga por la gravedad de las penas que el fiscal y las acusaciones solicitaban para ellos, y garantizar así su presencia en la vista oral. Los cuatro, la vista al frente, rehuían las miradas curiosas de los espectadores, aunque no podían evitar alguna ojeada furtiva en busca de rostros conocidos. Solo David Martínez Loza y Juan Carlos Rodas Crespo, que hasta ese momento habían permanecido en libertad provisional, se sentaban en sillas frente al tribunal y a espaldas de los asistentes, inmóviles como estatuas, ajenos al bisbiseo que escuchaban tras ellos. A derecha e izquierda, el fiscal y los representantes de las acusaciones y las defensas repasaban papeles con la atención de quien está a punto de enfrentarse a un examen. La única novedad era la presencia del letrado Fernando Muñoz Perea, que había asumido la defensa de David Martínez Loza en sustitución de su hermano Antonio, que asistía ese día, lunes 24 de mayo de 1982, a la última sesión del juicio por la intentona golpista del 23 de febrero del año anterior como abogado del capitán de infantería José Pascual Gálvez.

Eugenio y Lidia fijaron su mirada en los acusados. Habían visto sus fotos en los periódicos y en la televisión. Imágenes hieráticas de frente y perfil, en blanco y negro, que ahora adquirían movimiento y color, vida. Los contemplaron con la incomodidad de quien se enfrenta a la personificación del mal en unos rostros comunes que nunca habrían llamado su atención porque en nada se distinguían de los de cualquier otra persona, de los de ellos mismos. Habían imaginado que, cuando llegase ese momento, descubrirían en sus caras el rastro de la iniquidad, que bastaría con mirarlos para decir sin atisbo de duda que aquellos eran los asesinos de su hija. Rebuscaron en sus semblantes algún gesto, un mohín, una señal, y solo encontraron gente corriente. Allí sentados, aparentemente impávidos, sometidos al examen de los presentes, comparecían serios y circunspectos, ataviados para la ocasión con prendas de domingo, como si el ropaje pudiera actuar como atenuante de los actos por los que iban a ser juzgados. 
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Folleto elaborado por el Partido Socialista de Trabajadores en 1981 para conmemorar el primer aniversario del asesinato de su compañera.





La estancia se llenó de un público predominantemente joven, que desde horas antes había guardado cola a las puertas de la Audiencia Nacional para evitar que, como había ocurrido en la vista oral por la matanza de Atocha, accedieran al interior de la sala militantes de ultraderecha para jalear a los acusados y culpar a las víctimas de su destino. Curiosamente, el presidente del tribunal que juzgó y condenó a los autores de aquella masacre, el magistrado Gonzalo de la Concha, era el mismo que ahora se disponía a enjuiciar a los acusados de la muerte de Yolanda. 

«No asistí al juicio por el asesinato de mi hermana porque mi madre me pidió que me quedara en Bilbao —rememora Amaia—. Supongo que imaginaba que iba a ser un trago muy duro y quiso evitarme ese sufrimiento, además de que teníamos miedo a que gente de la ultraderecha asistiera a la vista y hubiese problemas. Luego sí me contó lo doloroso que fue escuchar muchos de los detalles del proceso, y la impresión que le causó la mirada fría de Hellín, sin un atisbo de arrepentimiento.» 

«Con el precedente de lo ocurrido en la vista del caso Atocha montamos un doble dispositivo —recuerda Enrique del Olmo, secretario general del PST—, uno con gente de confianza que copó la fila de espera para entrar en la sala, y otro con militantes experimentados para controlar los aledaños de la Audiencia Nacional y evitar cualquier ataque de los ultras. También estábamos en contacto con el PSOE, con Comisiones Obreras (CC. OO.) y con el Gobierno Civil, en previsión de que se produjera algún enfrentamiento.» 
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Acta manuscrita de la primera sesión del juicio oral por el asesinato de Yolanda González celebrado el 24 de mayo de 1982.





Los responsables de aquel operativo fueron Ángel Luis Parras, miembro de la dirección del PST, que entonces vivía en Barcelona y se desplazó hasta la capital para coordinarlo, y José Luis Yuguero. «Dejamos pasar a los familiares de los acusados que quisieron asistir a la vista y copamos el resto de las plazas, para lo que fue necesario que durante los tres días que duró hubiera gente haciendo cola las 24 horas —recuerda Parras—.75 De esta manera logramos que ningún ultraderechista accediera a la sala y lo hicieran solo personas de nuestra confianza. Temíamos que, si los ultras le habían montado al PCE un espectáculo con el caso Atocha, a nosotros, que éramos un partido muy pequeño, nos pudiera ocurrir algo todavía peor. Afortunadamente, el juicio transcurrió sin incidentes. Solo un día se concentraron frente a la Audiencia Nacional militantes de los Guerrilleros de Cristo Rey, con Mariano Sánchez-Covisa, su líder, a la cabeza, con intención de provocar, pero la gente no perdió la calma.» 



—Silencio en la sala —ordenó el presidente para acallar el murmullo una vez se hubo completado el aforo.76 

—Juan Carlos Rodas Crespo —leyó la secretaria del tribunal el nombre del primer acusado que iba a ser interrogado tras aguardar unos instantes a que desapareciera el rumor de voces—. Por favor, siéntese aquí —le indicó una silla situada en solitario frente al tribunal.

—El señor fiscal tiene la palabra —el presidente concedió el turno de intervención al representante del Ministerio Público, Miguel Ibáñez y García-Velasco.

Se hizo el silencio denso de las ocasiones solemnes, el mutismo obligado que antecede al inicio de la función.

—Díganos su profesión —pidió el fiscal.

—Soy policía nacional.

—¿Dónde presta servicio?

—En Joaquín García Morato y en los coches Z, siempre en servicios de protección.

Eugenio y Lidia escucharon atentos sus explicaciones, como si aquel relato de lo sucedido que tantas veces habían escuchado a su abogado cobrase consistencia en boca de uno de los acusados que, nervioso, en un papel protagonista que nunca hubiese deseado para sí, trasladaba con voz trémula dudas que antes no tuvo, y obligaba a los letrados a refrescarle la memoria solicitando la lectura de las páginas del sumario que recogían su testimonio primigenio para hacer luz donde ahora parecía haber sombras. Sí, él estaba allí, en la academia de la calle San Roque la noche del viernes 1 de febrero de 1980, pero solo se habló de interrogar a Yolanda, a quien Hellín había identificado como una militante de ETA, y no de matarla. De eso, de su muerte, se enteró por los periódicos, e inmediatamente dio cuenta de sus sospechas al capitán de su compañía. 

—¿Por qué acudió usted la noche del 1 de febrero a la academia de la calle San Roque donde se planeó el interrogatorio de Yolanda González? —el que preguntaba era José María Mohedano, letrado de la acusación.

—Estaba allí por casualidad.

—Tengo entendido que condujo usted el vehículo en el que se desplazó hasta la calle Tembleque con los también procesados Félix Pérez Ajero y José Ricardo Prieto. ¿Es así?

—Sí, bueno, llevé yo el coche porque me gusta conducir, pero al llegar a Aluche me despisté porque no conocía la zona.

—¿Y qué hizo una vez allí?

—Estuve en un bar, y Prieto y Ajero me parece que se quedaron en el coche, creo que me dijeron que para vigilar si llegaba la Policía [su testimonio no coincidía con el prestado cuando denunció a sus compañeros, según el cual él se quedó en el coche y sus compañeros se acercaron hasta las inmediaciones del domicilio de Yolanda]. Al cabo de 25 minutos o media hora, Ajero me avisó de que nos marchábamos. Fuimos a la calle San Roque, pero allí no había nadie, y llamamos por teléfono sin éxito. Después Prieto me llevó a mi casa en Getafe.

—¿Tenía intención de participar en el interrogatorio a Yolanda González?

—No, fuimos a la academia por ver si estaban allí, pero yo no pensaba participar en el interrogatorio.

—¿Se opuso a ese interrogatorio?

—No.

—Tiene declarado en las actuaciones que días después, tras enterarse del crimen, regresó a la academia para preguntar a Hellín si había sido él el autor de los disparos. ¿Le dijo si Yolanda había intentado huir? 

—Me dijo que le había dado dos tiros en la cabeza, pero no me dijo que intentara huir. Lo que sí me comentó es que en Sevilla había que matar a otra persona.

—¿Ha sido usted coaccionado en alguna de las declaraciones que ha prestado durante la instrucción de la causa? 

—No, señor.

—¿Y en los careos a que ha sido sometido con otros procesados?

—Tampoco.

—Señor Rodas, ¿tenía usted conocimiento de la reunión que se iba a celebrar en la academia de la calle San Roque el día de autos? —era su letrado, José María Ayllón, quien le preguntaba en un intento por demostrar que su presencia fue casual, que ni siquiera estaba al tanto del plan inicial de colocar una bomba en la agencia Cinco Cero.

—No, señor.

Cuando al fin escuchó el «No hay más preguntas» de su defensor, sintió que la tensión acumulada daba paso a una sensación de abatimiento general. Volvió a su asiento con la cabeza gacha para evitar las miradas que le traspasaban. Para unos era un traidor, y para otros un asesino que intentaba salvarse de la quema.



—Ignacio Abad Valavazquez —la secretaria del tribunal dudó un segundo al leer el segundo apellido, como si pensara que se trataba de un error y en verdad debiera decir Velázquez.

Aguardó un instante a que se pusiera de pie para identificarse y le pidió que ocupara un lugar preeminente dentro del cubículo que compartía con el resto de los acusados para que el tribunal y las partes pudieran dirigirse a él. Dimas Sanz, su abogado, le hizo un gesto moviendo la palma de la mano hacia abajo para indicarle que estuviese tranquilo. Él giró la vista hacia sus padres, que se encontraban entre el público.

—¿El día de autos conocía a todos los procesados? —inquirió el fiscal.

—Sí, señor, los conocía a todos menos al policía nacional.

Abad inició a continuación un relato pormenorizado de lo ocurrido la noche del crimen, que se ajustaba a lo confesado en sus primeras comparecencias ante la Policía y el juez. La reunión del Grupo 41 en la academia de San Roque, la intención de colocar una bomba en la agencia Cinco Cero, la contraorden, el desplazamiento en dos grupos hasta la calle Tembleque, donde vio al policía nacional Rodas Crespo vigilar en una esquina, lo que contradecía el testimonio que el agente acababa de prestar, el secuestro de Yolanda y su traslado al descampado de San Martín de Valdeiglesias, donde le dieron muerte. Esa era la verdad, toda la verdad. Si en algún momento había modificado su versión para hablar de la presencia de otras dos personas en la escena del crimen a bordo de un Renault 5 y para inculpar a David Martínez Loza, lo había hecho influenciado por Emilio Hellín, que le había engañado cuando entraron en la cárcel. Él y su compañero eran los únicos responsables de lo ocurrido.

—Emilio la sacó del coche cogiéndola del brazo. Yo en ese momento estaría a unos cinco o seis metros de ellos y vi cómo le pegaba dos tiros consecutivos a menos de un metro de distancia.

Los disparos resonaron en la sala como si los asesinos hubiesen vuelto a apretar el gatillo. Lidia no pudo evitar un lamento que intentó ahogar con sus manos. Abad estaba haciendo un relato pulcro y directo, sin eludir detalles, como un ponente que repite una conferencia ya dictada ante públicos diferentes.

—¿Sabe si la víctima intentó huir?

—No lo sé. Cayó al suelo y Emilio me dijo que disparara. No sé por qué lo hice. Yo llevaba un arma para defenderme, porque creía que en el piso podía haber un comando de ETA.

—¿Tenía en ese momento el arma en la mano?

—Sí.

—¿Qué hicieron a continuación?

—Nos fuimos de allí. Emilio repetía que habíamos hecho bien y me enseñó una ikurriña que había cogido de la casa.

—¿Dónde tenían pensado interrogar a la víctima? —ahora era el presidente del tribunal el que preguntaba.

—No se habló de ningún sitio, aunque pensé que sería en el domicilio de Yolanda.

—Pero podía haber habido más personas, porque en la vivienda vivían dos más —el magistrado insistió.

—Eso no se tuvo en cuenta.

—Señor presidente, solicito que se lean al acusado los folios 172 y 173 del sumario —pidió José María Mohedano en su turno de palabra, en alusión a una carta escrita por Abad el 23 de abril de 1980 desde la prisión de Alcalá de Henares a José Ricardo Prieto, cuando este se encontraba aún huido.

El funcionario judicial mostró al letrado los folios para confirmar que eran esos los que debía leer.


Querido camarada Prieto:

Como ya sabes, nos encontramos en la prisión de Alcalá de Henares en espera de que todo esto se solucione lo más pronto y favorablemente posible. También nos hacemos cargo de tu situación y de lo mal que lo debes estar pasando separado de tu familia, y más la situación económica en que se encuentran, pero sabemos que todos estos sacrificios son por el bien de España.

No te preocupes por el envío de esta carta, ya que el conducto utilizado es de toda confianza y nadie se enterará de donde te encuentras.

Como ya te han informado, en todas nuestras declaraciones nos hemos cayado [sic] que estuviste vigilando en el portal de la casa alegando que estuvisteis perdidos y no nos vimos.

Como nuestra misión era entregar a la chica en la casa abandonada en donde habíamos quedado para que la interrogaran los dos camaradas más expertos que nosotros, y luego nos informaron que tuvieron que disparar, nos encontramos ante una situación que no nos hemos buscado, y si nos hemos declarado culpables fue por recomendación de Fuerza Nueva para que la Policía no nos torturase y nos pasaran rápido al juez. Como esta es una situación injusta, nos vemos obligados a contar toda la verdad al juez, incluso que tú estabas en el portal de la casa, cosa que por otro lado la Policía sabe, pues tiene el escrito que dejaste en el portal indicando que no cerraran, además de las declaraciones del policía, que te meten de lleno en el asunto.

Por lo tanto, creemos que tu actitud más inteligente será abandonar el lugar donde estás y marcharte de España. Todavía puedes rehacer tu vida, y pronto podrás llevar a tu familia contigo. Te recomendamos no fiarte de los abogados y demás personas de Fuerza Nueva, ya que a nosotros no solo no nos han ayudado, sino que también han procurado hundirnos aún más.

Si quieres contestarnos o decirnos algo utiliza la misma vía por la que te mandamos esta carta. Solo nos queda rogar a Dios porque esta situación termine y volvamos a juntarnos, pues nuestros ideales siguen siendo los mismos, aunque las personas nos hayan traicionado.

También nos acordamos de Félix [en alusión a Félix Pérez Ajero] y deseamos que todo os salga lo mejor posible.

Sin más, se despiden vuestros camaradas Ignacio y Emilio.

Por una España grande, libre y unida.

¡Arriba España!


—Le agradeceré que se la enseñe al acusado —pidió el letrado al funcionario, que aguardaba alguna indicación sobre lo que debía hacer tras terminar la lectura.

—¿Reconoce su letra? —Mohedano se dirigió a Ignacio Abad, que sostenía en sus manos el tomo del sumario que contenía la carta.

—Sí, es mi letra, pero lo que pone en esa carta son las palabras de Emilio Hellín escritas por mí. Me la dictó él estando en la cárcel de Alcalá de Henares como parte del montaje para implicar a Martínez Loza —respondió Abad, pese a que en el texto no se citaba en ningún momento al jefe nacional de Seguridad de Fuerza Nueva, negando cualquier credibilidad al texto. 

—¿No es más cierto que entregaron a Yolanda González a los ocupantes de un Renault 5 que se desplazó hasta el descampado en el que apareció su cadáver? —era el turno de Díaz Echegaray, que intentaba apuntalar el testimonio exculpatorio de su cliente, Emilio Hellín.

—El Renault 5 no existe.

No hubo tiempo para más. El presidente del tribunal interrumpió la sesión hasta las cuatro y media de la tarde para continuar con el interrogatorio del resto de los imputados.



Félix Pérez Ajero se abrochó el primer botón de la chaqueta al escuchar su nombre.

—Creí que íbamos a aquella casa a interrogar a una militante de ETA. Nunca se habló de sacarla de allí, y mucho menos de matarla —respondió a la primera pregunta del fiscal.

—¿Habían llevado a cabo ustedes con anterioridad otros interrogatorios?

—No, señor, esas no eran las funciones habituales del grupo.

—¿Recibían ustedes órdenes de sus superiores en el partido?

—En ocasiones sí.

—¿Y el día de autos?

—No lo sé. Desconozco si fue orden de un superior o una decisión de Hellín.

—¿A usted le entregaron un arma?

—No, señor, eso no es cierto. Mi misión era estar en una esquina cercana para vigilar.

—¿Por qué se entrevistó con el señor Martínez Loza la misma noche que la Policía detuvo a Ignacio Abad?

—Para decirle que sospechaba que estaban implicados en la muerte de Yolanda, pero el señor Martínez Loza me comentó que Hellín no tenía nada que ver porque había estado con él unos días antes [el jefe nacional de Seguridad de Fuerza Nueva no había aludido nunca en sus declaraciones a que se hubiese entrevistado con Hellín en las fechas posteriores al crimen]. No me pareció que mis sospechas le preocupasen, es más, incluso me dijo que me tranquilizara.

Ajero continuó su testimonio asegurando que no vieron a Hellín y a Abad en ningún momento, y que pasado un rato se fueron a la academia de la calle San Roque por ver si estaban allí, pero que tampoco los encontraron. Por supuesto, él no sabía nada del sótano de la calle Libertad, ni de las armas y explosivos que se escondían en él, y del asesinato de Yolanda se enteró por la prensa. 

—¿Sabe usted manejar armas? —le inquirió su letrado para concluir el interrogatorio.

—No, señor.



José Ricardo Prieto se rebulló en el asiento cuando le llamaron a declarar. Había llegado su turno.

—Cuando fuimos a la vivienda de la calle Tembleque estaba convencido de que colaborábamos con la Policía —contestó a la primera pregunta, sin añadir más explicación o dato que justificara dicha creencia.

—Usted fue armado —las palabras del fiscal sonaron sin signos de interrogación.

—No, señor, Hellín puso una pistola encima de la mesa de su despacho, pero a mí no me dio ninguna.

—Y el resto de integrantes del Grupo 41 ¿llevaba armas?

—Lo desconozco.

—Usted acompañó al señor Hellín a alquilar el local de la calle Libertad en el que la Policía encontró armas y explosivos. ¿Nos puede explicar qué conocimiento tenía de lo que allí se ocultaba? —inquirió el acusador José Mariano Benítez de Lugo.

—Es cierto que le acompañé cuando lo alquiló, pero pensé que era para guardar libros.

—Supongo que si fue con él sabe que el contrato de alquiler se hizo con un nombre falso.

—No, señor, desconozco a nombre de quién se hizo el contrato.

—¿Quién pagaba el alquiler?

—Lo desconozco.

—Pero usted tenía llaves.

—Eso tampoco es cierto, nunca he tenido llaves del local.

—¿Quién facilitó a Emilio Hellín la falsa información de que Yolanda era miembro de ETA?

—No lo sé —sus palabras contradecían el contenido de la conversación grabada por David Martínez Loza y entregada por su abogado al juez meses atrás para intentar frenar su procesamiento, en la que Prieto reconocía que los datos sobre Yolanda se los había facilitado el director del Centro de Formación Profesional de Vallecas en el que estudiaba.

—¿Ninguno de ustedes le preguntó por el origen de la información?

—Yo no recuerdo que nadie le preguntase.

—De modo que este señor les dice que hay que ir a interrogar a una chica que dice que es de ETA y ustedes no ponen ninguna objeción.

—Yo no recuerdo que nadie pusiera objeciones.

—Supongo que sí reconocerá que el día de autos tenían previsto inicialmente colocar una bomba en la agencia Cinco Cero.

—No, señor, no sabía nada relativo a la colocación de la bomba de que me habla. 

—¿Por qué se sustrajo usted a la acción de la Justicia?

—Cuando me enteré de la detención de Ignacio Abad hablé con el abogado Muñoz Perea y decidí ocultarme porque tenía miedo. Me fui a Valdepeñas, y pasado un tiempo me presenté a la Justicia.

—¿Se percató el día de autos de la presencia en la calle Tembleque de un Renault 5 con dos personas dentro? —Díaz Echegaray, abogado de Hellín, insistía en conseguir un testimonio que sostuviera la tesis de su defendido o suscitara al menos una duda razonable.

—No, señor, no vi ningún Renault 5. 



El turno de Emilio Hellín provocó la agitación de los presentes. 

—Recuerdo al público que asiste a esta vista la obligación de guardar escrupuloso silencio o me veré obligado a desalojar la sala —conminó el presidente del tribunal. 

Las voces cesaron y el bullir dio paso a un sosiego expectante.

Hellín hizo el mismo relato que había hecho su compañero Abad sobre el traslado del Grupo 41 a la calle Tembleque, la entrada en la vivienda y el secuestro de Yolanda para, a partir de ahí, reiterar la versión que mantenía desde hacía meses.

—¿Tenían previsto llevarse a la víctima de su domicilio o su intención inicial era interrogarla en su vivienda? —continuó interrogando el fiscal.

—Estaba previsto sacarla del piso, aunque los que vigilaban en las inmediaciones no lo sabían. Montamos en el coche y nos dirigimos a una casa abandonada [se refería a la caseta de peón caminero] en la carretera de Alcorcón a San Martín de Valdeiglesias. Yolanda me dijo que había formado parte de ETA VI Asamblea, pero que lo dejó por su carácter armado para hacerse trotskista. Cuando llevábamos un rato allí llegó el Renault 5 en el que venían Antonio y el Chino. Les dije lo que habíamos hablado con ella y se la entregamos. Esta es la verdad.

—No es eso lo que dijo en sus primeras declaraciones ante la Policía y el juez instructor, a los que reconoció ser el autor de dos de los disparos que causaron la muerte de Yolanda González.

—Estuve esperando la ayuda prometida por mi partido durante año y medio y, como no llegó, decidí cambiar mi declaración y contar la verdad. En la prisión de Alcalá de Henares me visitó Pedro Herraiz para proponerme la fuga, pero luego no me ayudó. 

—¿Fue usted quien entregó las armas que se utilizaron en el crimen a Ignacio Abad para que las escondiera en el local de la calle Libertad?

—Eran las armas que utilizaron Antonio y el Chino.

—¿Quién le dio la orden de ir al domicilio de Yolanda González y la información sobre su domicilio? —el turno era de Benítez de Lugo.

—David Martínez Loza. La orden era comprobar si el comando era de ETA político-militar o de ETA militar —dijo por primera vez, como si el hecho de que perteneciera a una u otra organización tuviera alguna relevancia—. Juan Carlos Rodas me visitó unos días antes de los hechos y se ofreció a ayudarnos —Hellín se tomaba cumplida venganza de la delación del policía nacional y desmentía que su presencia en la academia el día de los hechos fuese casual.

—¿Cuándo le facilitó Martínez Loza los datos sobre el domicilio de la víctima?

—En una visita que me hizo a la academia de la calle San Roque el 25 de enero.

—¿Quiénes tenían acceso al local de la calle Libertad donde se han intervenido armas y explosivos?

—Entregué copia de las llaves a Martínez Loza y a José Ricardo Prieto, que me pidió permiso para guardar allí un tresillo.

—¿Cuál es la procedencia de esos explosivos?

—Algunos me los daban en la sede de Fuerza Nueva y otros venían de Málaga, los traía José Antonio Assiego.

—¿Ha prestado servicios para el Estado? —inquirió sobre la relación del acusado con los aparatos policiales.

—No, no he prestado ningún servicio al Estado.

—¿Disparó usted contra Yolanda González?

—No, no disparé.

—Señor Hellín —su abogado, Díaz Echegaray, estaba en el uso de la palabra—, ¿cuándo habló por primera vez de la presencia de un Renault 5 ocupado por dos personas en el lugar de los hechos?

—Cuando estaba detenido en los calabozos de la Dirección General de Seguridad, pero los policías que me interrogaron dijeron que no podían incluirlo en la declaración porque una de dichas personas, Antonio, era policía. 

El presidente del tribunal ordenó un receso de quince minutos antes de continuar, que el público y los acusados aprovecharon para abandonar la sala, como si estuviesen en el intermedio de una función teatral y necesitaran unos momentos de distracción. Concluido el entreacto, la voz del funcionario resonó de nuevo: «¡Se reanuda la sesión!».

David Martínez Loza, que había seguido el testimonio de Hellín con gesto contrariado, se levantó de su silla para ocupar la situada frente al tribunal. Una vez más, fue el representante del Ministerio Público el encargado de iniciar el interrogatorio.

—Nunca di instrucciones al señor Hellín de interrogar a Yolanda González, ni le he entregado armas y explosivos, ni le he encargado alquilar local alguno, del que, por supuesto, tampoco tengo llaves.

—¿Por qué cree, entonces, que el señor Hellín le inculpa?

—Lo desconozco, es un misterio para mí.

—¿Sigue siendo Emilio Hellín militante de Fuerza Nueva?

—Ha sido militante, pero ahora no lo es.

—¿Sabe si el partido ha prestado ayuda al señor Hellín?

—Lo desconozco, aunque creo que no.

—¿Sigue siendo usted el jefe nacional de Seguridad de Fuerza Nueva? —inició su turno José María Mohedano.

—No, señor, dejé el cargo a raíz de los hechos —evitó hablar de crimen.

—¿Volvió a ver o a hablar con el señor Hellín tras el asesinato de Yolanda González?

—Creo que hablé con él sobre el 3 o el 4 de febrero en la sede de Fuerza Nueva —desvelaba por primera vez—. Le pregunté que por qué no había hecho el rastreo en busca de micrófonos que le habíamos encargado y me contestó que se iba de viaje y que a la vuelta lo haría.

—El señor Pérez Ajero ha declarado en esta sala que cuando fue a verle tras la detención de sus compañeros usted le dijo que Hellín no había sido el autor del asesinato de Yolanda.

—Eso no es así, yo no le dije nada de eso al señor Ajero.

—¿Por qué se escondió usted durante más de dos semanas si no tenía nada que temer?

—Mi mujer me dijo que la Policía se había presentado en nuestro domicilio preguntando por mí y pensé que, si me detenían, tendría que pasar ocho días en el calabozo, así que por medio de mi hijo le dije al abogado Antonio Muñoz Perea que quería presentarme voluntariamente en el juzgado porque era inocente, como así hice. 

—El señor Hellín tiene declarado que estuvo usted en su academia de la calle San Roque el 25 de enero para hablarle de Yolanda González, ¿es así? —le inquirió su letrado, Muñoz Perea.

—Ese día estaba en Barcelona con motivo de un acto, de modo que es imposible. Estuve en la academia entre los días 10 y 15 de ese mes para pedirle que comprobara si habían instalado micrófonos en la sede de Fuerza Nueva.

—No hay más preguntas.

—Se suspende la sesión hasta las 10.30 horas de mañana —la voz del presidente puso fin a la función.
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La jornada del martes 25 de mayo se inició con las comparecencias de los peritos que habían analizado las armas y explosivos incautadas a los procesados, y de los forenses que realizaron la autopsia a la víctima. Todos ellos se ratificaron en sus informes previos. A la exposición técnica de los primeros corroborando que todo el material hallado en poder de los procesados estaba en perfectas condiciones de uso, y que algunas de las granadas procedían del Ejército español, siguió el dramático testimonio de los segundos, obligados a explicar los detalles más escabrosos de la muerte de Yolanda. 

—Los disparos que la víctima recibió en la cabeza se efectuaron desde una distancia de 70 u 80 centímetros, con el agresor situado a su derecha, aunque es difícil determinar cuál se hizo primero. Estos disparos produjeron el estallido de la masa encefálica. El tercer disparo se hizo a una distancia mayor, y es posible que la víctima estuviese ya en el suelo cuando fue alcanzada, aunque en ese momento aún tenía circulación sanguínea. 

—¿Cuál fue la data de la muerte? —preguntó Benítez de Lugo.

—Sobre las doce de la noche. 

—¿Nos puede decir si de la trayectoria de los disparos de la cabeza es posible inferir la altura de la persona que lo hizo? —el que preguntaba era Díaz Echegaray, defensor de Hellín.

—La persona que hizo esos disparos, en el supuesto de que tuviera el brazo en posición horizontal, debía de ser más bien alta (Hellín medía 1,75 metros).

—¿El disparo que la víctima recibió en uno de sus brazos era mortal? —intervino Dimas Sanz, letrado de Abad, intentando apuntalar su defensa del delito imposible.

—Cuando la víctima recibió el impacto en el brazo tenía circulación sanguínea, pero desde luego no contribuyó a su muerte.

El perito Luis Martínez Villa, autor de la prueba caligráfica sobre la nota entregada por Hellín al juez instructor, en la que figuraban todos los datos identificativos de Yolanda, aportó un hecho relevante. De su cotejo con la escritura de los procesados que figuraba en el sumario concluía que algunas de las anotaciones habían sido realizadas por el propio Hellín, una podía corresponder a José Ricardo Prieto y el resto eran desconocidas. Esta apreciación suponía que otras personas sin identificar habían escrito en aquel pedazo de papel que el Grupo 41 utilizó para localizar a la víctima, estuviesen o no al tanto de las intenciones de sus integrantes. 

Concluido el trámite técnico, fue el turno de los testigos propuestos por las partes, entre los que estaban los responsables de la jefatura provincial de Seguridad de Fuerza Nueva entre abril de 1979 y abril de 1980, que negaron que los servicios de seguridad de la formación política dispusieran de armas y cualquier relación con el arsenal encontrado en poder de los acusados, del que nada sabían. Otro de los testigos, Juan Madrid Pérez, iba a intentar apuntalar la inocencia del principal imputado del partido ultraderechista.

—¿Desde cuándo conoce usted al señor Martínez Loza? —le inquirió Muñoz Perea.

—Desde hace unos diez años, más o menos. Me visitaba con frecuencia en mi domicilio de Nambroca, provincia de Toledo, porque quería comprar una finca.

—¿Recuerda que estuviese el 2 de febrero de 1980 [la fecha en que Hellín sostenía había hablado con él para dictarle el comunicado reivindicando el asesinato de Yolanda en nombre del Batallón Vasco Español]?

—Así es, lo recuerdo porque me dijo que no se me olvidara esa fecha.

—¿Cuándo le hizo esa apreciación?

—Quince o veinte días después.

—¿Hay teléfono en la finca?

—No, señor, hay que llamar desde el pueblo. 

El siguiente en comparecer fue Rodrigo Rial Lago, director de la Escuela de Formación Profesional de Vallecas en la que estudiaba Yolanda.

—¿Conoce a los procesados? —le inquirió Benítez de Lugo.

—No, señor.

Su aseveración se contradecía con el contenido de la conversación entre Martínez Loza y José Ricardo Prieto, grabada por el primero y entregada al juez instructor, según la cual fueron él y su secretaria quienes facilitaron al segundo el domicilio de la víctima. 

—¿Conocía la militancia política de Yolanda González?

—No, señor, no conocía nada sobre la militancia política de esta alumna ni de ningún otro estudiante.

No hubo más preguntas.

La jornada se consumió con los testimonios de Alejandro Arizcun y Jesús Jaén, que corroboraron la pertenencia de Yolanda al Partido Socialista de los Trabajadores (PST) y su oposición a la violencia terrorista de ETA, con la que los procesados pretendían vincularla, y el de otros testigos propuestos por las defensas para dejar constancia de la bonhomía de sus clientes. Dos de ellos, el dirigente de Fuerza Nueva Pedro Herraiz y el guardia civil Juan José Hellín, hermano de Emilio, justificaron su ausencia alegando padecer un cólico nefrítico mediante el correspondiente certificado médico. Tampoco comparecieron los testigos propuestos por Hellín para ratificar su versión de que la madrugada de los hechos se reunió frente a su domicilio con los ocupantes del Renault 5 a los que el ultraderechista acusaba de ser los autores materiales del asesinato. Su teoría quedaba huérfana de pruebas y el juicio listo para la exposición final de las conclusiones definitivas del fiscal, defensas y acusaciones al día siguiente.
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El representante del Ministerio Público, Miguel Ibáñez y García-Velasco, se atildó la toga antes de comenzar su intervención.

—No hay duda respecto a la autoría de Emilio Hellín en la muerte de Yolanda González, aunque quiero expresar mis dudas sobre si la calificación correcta con la que ha de ser castigada su conducta es la de asesinato u homicidio, de admitir el tribunal que el procesado efectuó los disparos al tratar la víctima de huir, lo que no es óbice para destacar la total indefensión en que se encontraba esta —el arranque de la intervención del fiscal sorprendió a las acusaciones al poner en duda la calificación de los hechos que había hecho su compañero en la fase de instrucción, en la que acusaba a Hellín y Abad de asesinato—. En cuanto a la actuación de Ignacio Abad, acompañante y ciego cumplidor de las órdenes de Emilio Hellín, planea la duda de si existía entre ambos unidad de voluntades para la realización del crimen, aunque no se puede obviar el hecho de que disparó también de manera voluntaria contra la víctima, por más que su impacto no fuese mortal de necesidad —hizo un inciso para beber un sorbo de agua, como si aclararse la voz hiciera más inteligibles sus sobrevenidas dudas—. En lo que respecta a los procesados Félix Pérez Ajero y José Ricardo Prieto, esta vista oral ha dejado clara la voluntariedad absoluta de su participación en los hechos de que son acusados, no ya como colaboradores, sino como autores por cooperación necesaria. José Luis Rodas Crespo acompañó a los antes citados hasta la vivienda de la víctima en la calle Tembleque en labores de vigilancia, con lo que incurrió en el mismo delito, si bien quiero destacar su honesta colaboración con la Policía, conducta que le hace acreedor de la atenuante de arrepentimiento espontáneo —hizo una nueva pausa para tomar carrerilla en lo referente al último acusado—. En el caso del procesado David Martínez Loza, a quien solo acusa con sus manifestaciones el también procesado Emilio Hellín, nos encontramos ante la palabra de uno contra otro. De este sabemos que se trata de un fabulador que ha mentido en sus declaraciones, y del segundo no disponemos de dato alguno para saber si dice o no la verdad, lo que me lleva a dejar la valoración de la prueba a criterio del excelentísimo tribunal.

El parlamento del fiscal era un llover sobre mojado, ya que parecía retrotraerse a los primeros meses de la instrucción sumarial, cuando su compañero Manuel Enrique Sánchez Ayala se abstuvo de pedir el procesamiento de Martínez Loza en sintonía con el juez Varón Cobos, que nunca vio la existencia de indicios suficientes para encausarlo. Ahora, incluso contradecía el escrito de conclusiones provisionales, en el que le imputaba un delito y reclamaba la imposición de una pena. 

—No es cierto, dicho sea con todo el respeto, que, como dice el ilustre representante del Ministerio Público, en lo que respecta al procesado David Martínez Loza estemos ante su palabra frente a la del también procesado Emilio Hellín —José Mariano Benítez de Lugo, en representación de Eugenio y Lidia, optó por atacar la inesperada intervención del fiscal tras hacer un relato de hechos que reiteraba su escrito de conclusiones provisionales—. Esta defensa no va a negar la evidencia de que Hellín miente, pero también lo hace Martínez Loza, que se contradice en algunas de sus declaraciones sumariales y elude la acción de la Justicia cuando conoce las detenciones de quien le incrimina y de Ignacio Abad. Es más, también Abad le señala ante la Policía y el juez instructor como la persona que ordenó el interrogatorio de Yolanda González, por más que pasado el tiempo haya modificado su testimonio. Esta acusación sostiene, sin ningún género de dudas, que si Hellín miente en unas cosas, Martínez Loza lo hace en muchas más.

Cuando concluyó su alocución tomó la palabra su compañero José María Mohedano.

—Emilio Hellín e Ignacio Abad son nefastos agentes de la violencia y autores de la muerte inmerecida de Yolanda González, como esta vista se ha encargado de demostrar —arrancó su alegato—. Félix Pérez Ajero, José Ricardo Prieto y Juan Carlos Rodas Crespo no son autores de un delito de coacciones, sino del más grave de detención ilegal como autores por cooperación necesaria, delito del que también es responsable David Martínez Loza, en su caso en concepto de autor por inducción. No obstante, este representante solicita para el citado Rodas Crespo la aplicación de la atenuante de arrepentimiento espontáneo.

José María Ayllón se aproximó al micrófono de la mesa para hacerse oír.

—Juan Carlos Rodas Crespo está sentado en un banquillo, el de los acusados, que no le corresponde, porque si algo ha quedado probado es el carácter ocasional de su participación en los hechos y su ejemplar conducta al comunicar lo sucedido a sus superiores, cuando solo se habían iniciado diligencias de oficio. Accedió a acompañar a dos de los procesados en su cometido de vigilancia en la calle Tembleque, en la que no participó, limitándose a esperar en un bar el resultado de las gestiones para luego informar a sus superiores de lo ocurrido tan pronto como tuvo confirmación fehaciente de ello por boca del procesado Emilio Hellín. Si de algo podemos calificar su actuación es de buena fe, que lleva a esta defensa a solicitar de este excelentísimo tribunal su absolución.

El siguiente en intervenir fue Fernando Muñoz Perea, defensor de Martínez Loza.

—Ilustrísimos miembros del tribunal, represento como defensor a una persona física, con independencia de su pertenencia a un partido político, y quiero expresar que el deseo, tanto de mi defendido como el mío propio, es que este juicio sea un acto conciliatorio y no separador entre ideologías distintas —inició su perorata con tono solemne—. Se acusa a don David Martínez Loza de una serie de delitos en base a un compendio de infundios sin base probatoria alguna, proferidos por un ser resentido con el único objetivo de urdir un montaje incriminatorio. Un hombre resentido que acusa a todos, incluso a personas que no están procesadas en esta causa, tras una instrucción sumarial que se ha prolongado por espacio de dos años. No hay en todo el procedimiento más prueba inculpatoria contra don David Martínez Loza que las palabras de Emilio Hellín, pues ni uno solo del resto de los procesados lo ha relacionado con los hechos que son objeto de esta causa, y así ha quedado acreditado a lo largo de la instrucción y en esta vista oral. Para que un delito pueda ser sancionado tiene que haber comisión probada de ese delito, una circunstancia que no se da en el caso que nos ocupa, lo que me lleva a pedir su libre absolución.

—Ha planteado el excelentísimo representante del Ministerio Público en esta sala sus dudas sobre la figura penal aplicable a mi defendido —Dimas Sanz inició su exposición apoyándose en la que minutos antes había realizado el fiscal, de la que había tomado cumplida nota en los párrafos que más avenían a su defensa—. No las tiene esta defensa, para quien no se le puede acusar de autor por cooperación del asesinato de Yolanda González. No existe autoría de aquello que no se proyectó, y ha quedado sobradamente probado que en ningún momento mi representado tuvo conocimiento de las intenciones de Emilio Hellín, y que si efectuó un disparo fue acuciado por este, como ciego cumplidor de sus órdenes, si se me permite glosar la exposición del fiscal —aludió de nuevo a las palabras del Ministerio Público—. Quiero destacar que mi defendido ha colaborado voluntariamente con la Justicia reconociendo los hechos tal y como sucedieron, sin eludir su responsabilidad en ellos, como han hecho otros. Pero que no los eluda no significa que se le puedan atribuir delitos que no son de aplicación a su conducta. Ignacio Abad no cometió un delito de asesinato, como pretenden las acusaciones, sino de homicidio por encubrimiento, ya que cuando disparó su pistola Yolanda González ya estaba sin vida, y solo como tal debe ser castigada su conducta —un matiz que podía suponer para Abad una condena de 28 años o de tan solo 3.

El último en hacer uso de la palabra fue José Luis Díaz Echegaray, defensor de Hellín.

—Esta defensa se revela contra el carácter de supermán que los otros procesados en esta causa atribuyen a mi cliente, que, según ellos, todo lo puede y todo lo decide. Y es así como compra armas y alquila locales pese a sus escasos medios económicos. ¿De verdad hay alguien en esta sala que crea semejante falsedad? —el letrado se expresaba con vehemencia parlanchina—. La verdad, la única verdad, es que los autores materiales de la muerte de Yolanda González fueron un inspector de Policía llamado Antonio y un militante de Fuerza Nueva apodado el Chino, a quienes mi defendido e Ignacio Abad entregaron a la víctima en un descampado de San Martín de Valdeiglesias. La incomparecencia de los testigos que habrían de confirmar la reunión que Emilio Hellín mantuvo la madrugada del 2 de febrero de 1980 con los que he señalado como auténticos autores materiales de los hechos ha permitido que quien se sienta con mi defendido en el banquillo de los acusados haya podido sostener su particular versión de lo ocurrido, porque entiende que es mejor para él si no implica a otras personas. Es, en definitiva, un problema de lealtades. No habiendo cometido el delito del que se le acusa, solicito su libre absolución.



Tras el protocolario «visto para sentencia» del presidente del tribunal, los acusados fueron esposados y abandonaron el cubículo en el que habían permanecido para ser devueltos a prisión. El bullicio del público se apoderó de nuevo de la sala mientras los asistentes la abandonaban camino de la calle. Ya solo quedaba que se dictara sentencia.

«Los padres de Yolanda fueron ese día a comer a casa de mi madre, con la que habían establecido una relación de afecto desde que viajaron a Madrid tras el asesinato, y desde entonces hablaban por teléfono de vez en cuando —rememora Mari Mar Noguerol—. Para ellos fueron días terribles y sé que sufrieron mucho. Estaban paralizados por el dolor, pero Lidia intentaba amortiguarlo a través de la lucha. Era la madre coraje que todos admirábamos. Yo estaba citada como testigo, pero no me encontraba con fuerzas y acordé con la dirección del partido que no asistiría. Pasado el tiempo, he llegado a la conclusión de que fue un acto de cobardía por mi parte, pero en aquel momento no fui capaz. El juicio supuso para todos nosotros volver a recordar los horribles momentos que habíamos vivido, justo cuando empezábamos a poner un poco de distancia.» 



El fallo no se hizo esperar. Tan solo tres días después de concluir la vista oral, el 29 de mayo, los cinco magistrados del tribunal condenaron a Emilio Hellín a 43 años y medio de prisión por un delito de asesinato con la agravante de nocturnidad, en concurso medial con un delito de allanamiento de morada y otro de detención ilegal (30 años), otro delito continuado de depósito de armas de guerra, defensa y tenencia de explosivos (13 años), y seis delitos de falsificación de documentos de identidad y uno de uso público de nombre supuesto (6 meses). Ignacio Abad fue condenado a 28 años, 8 meses y un día de reclusión, también como autor material del asesinato (26 años, 8 meses y un día), y de otro de tenencia ilícita de arma de fuego (2 años). Ambos debían, además, indemnizar a los padres de Yolanda con 6 millones de pesetas. Los otros dos integrantes del Grupo 41, Félix Pérez Ajero y José Ricardo Prieto, fueron considerados por el tribunal autores de un delito de allanamiento de morada violenta en concurso medial con uno de detención ilegal, por el que les imponía una pena de 4 años a cada uno de ellos, y 2 años adicionales por un delito de tenencia ilícita de arma de fuego, al primero, y como cómplice de un delito de tenencia de explosivos, al segundo. David Martínez Loza fue condenado también a 6 años de prisión en concepto de autor por inducción de un delito de allanamiento de morada violento en concurso medial con uno de detención ilegal. Finalmente, Juan Carlos Rodas Crespo fue sentenciado a cumplir 3 meses de arresto mayor al estimar el tribunal que, aunque era también responsable del delito de allanamiento de morada y detención ilegal, le era de aplicación la reducción de la pena en dos grados por su colaboración con la Justicia. 

La sentencia consideraba probado que los cuatro primeros habían constituido «al margen de la disciplina y estructura» de Fuerza Nueva, lo que dejaba al partido ultraderechista al margen de lo ocurrido, «una banda organizada y armada para la realización de actos violentos e ilícitos a la que dieron el nombre de Grupo 41», cuyo máximo responsable era Hellín, pero que, dado el reducido número de integrantes y la ausencia de una estructura organizativa, no podía atribuirse a sus miembros el delito de asociación ilícita. Su existencia era conocida por Martínez Loza, que «no solo la toleraba, sino que en algunas ocasiones se sirvió de él impartiendo órdenes directas de realización de acciones a Hellín, con el que se entendía directamente». 

Los magistrados afirmaban que, tras el asesinato de seis guardias civiles en Ispaster la mañana del 1 de febrero, Martínez Loza llamó por teléfono a Hellín para ordenarle que suspendiera la colocación de un explosivo en la agencia Cinco Cero prevista para esa noche «y dedicara el Grupo 41 a tratar de localizar a Yolanda González y obligarla a declarar sobre sus supuestas concomitancias con ETA». El relato de hechos considera que lo convenido era trasladar a Yolanda a la calle San Roque, «sin que en el proceso se haya aclarado la razón» por la que Hellín y Abad se desplazaron finalmente hasta el descampado de San Martín de Valdeiglesias donde la asesinaron. También reputaban probado que al día siguiente del crimen, Martínez Loza «en conversación telefónica con Hellín se enteró por este de lo realmente sucedido» y, tras conocer la detención de sus compañeros, acudió con Ajero y Prieto a «recibir asesoramiento jurídico y se sustrajeron a la acción de la Justicia». 

En cuanto al policía Juan Carlos Rodas Crespo, los magistrados resaltaban en la sentencia que «gracias a su comportamiento pudieron ser descubiertos los intervinientes en los hechos, que en caso de no haber mediado la denuncia pudieran haber quedado impunes o sin esclarecer».
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La sentencia supuso el ingreso en la prisión de Alcalá de Henares de David Martínez Loza, el único de los condenados que aún permanecía en libertad. Su abogado, Antonio Muñoz Perea, desplegó a partir de ese momento una intensa estrategia para conseguir su libertad provisional mientras el fallo no fuese firme, es decir, hasta que el Tribunal Supremo resolviera los recursos de casación anunciados por las partes. Una estrategia que habría de deparar importantes novedades sobre algunos extremos del caso que habían quedado sin aclarar durante los dos años que se había demorado su instrucción. 

En un primer escrito, presentado el 5 de junio, tan solo unos días después de su encarcelamiento, el defensor reclamaba la libertad del exjefe nacional de Seguridad de Fuerza Nueva con el argumento de que nunca se había sustraído a la acción de la Justicia y que, si en su momento evitó presentarse ante la Policía, fue por temor «a las supuestas torturas que algunos medios de comunicación social —precisamente los que más alarma han producido en este tema— dicen que a veces se practican, extremo este que esta parte no afirma». Cuando supo que las diligencias estaban ya en el juzgado, no dudó en comparecer ante su titular, ante el que declaró tantas veces como fue requerido, sin que en ningún caso eludiera la acción de la Justicia frente a «algunos escandalosos ejemplos de todos conocidos [caso Vinader] de esperar la sentencia en país extranjero». El escrito concluía insistiendo en el hecho de que el condenado «carece de antecedentes penales, ha tenido siempre buena conducta, durante su juventud fue miembro del benemérito cuerpo de la Guardia Civil, teniendo en la actualidad un modesto establecimiento en Madrid, donde habita y tiene su negocio».

El rechazo del recurso de súplica hizo que Muñoz Perea presentara nuevas alegaciones con una prueba practicada después de que el tribunal dictara sentencia: una pericial caligráfica de la nota con los datos identificativos de Yolanda que el Grupo 41 utilizó para localizarla. El letrado argumentaba que si no había presentado antes dicha prueba se debía a que no había sido parte en el sumario hasta una fecha muy avanzada de la investigación, y anunciaba que sería la base de un futuro recurso de casación o de uno extraordinario de revisión. Muñoz Perea acompañaba su escrito de un certificado emitido por el director de la prisión de Alcalá que decía que el interno observaba buena conducta y no figuraban en su expediente ni notas desfavorables ni faltas disciplinarias y sí, en cambio, una nota meritoria. Sus argumentos convencieron al fiscal, que informó a favor de la libertad provisional del condenado a cambio de una fianza de 50.000 pesetas.

¿Pero qué aportaba la prueba pericial que, a criterio del defensor, resultaba tan esclarecedora? El informe77 concluía que en la nota manuscrita que recogía los datos de Yolanda no había ninguna letra de Martínez Loza, y que la que no había sido identificada durante la vista oral correspondía a Rodrigo Rial Lago, director de la Escuela de Formación Profesional de Vallecas, en la que estudiaba la víctima. Para llegar a esta conclusión habían utilizado la rúbrica del aludido que figuraba en su declaración sumarial y un aviso manuscrito colgado del tablón de estudios de la escuela hacía tan solo unos días que decía: «Las notas de la 3.ª Evaluación deberán pedirse a los tutores de cada grupo. 15-VI-1982», con su firma. Datos, a su entender, suficientes para demostrar la inocencia de su cliente. «Todo ello hace que esta parte suplique para su representado el mayor bien del hombre después de la vida, la libertad, pues su pérdida temporal sería irreparable de haber lugar a la casación o revisión, pues el tiempo no vuelve», terminaba su alegato el letrado. Rodrigo Rial había declarado ante el juez instructor, Varón Cobos, en marzo de 1980, un mes después del asesinato de Yolanda, y había comparecido en la vista oral como testigo. En ambas ocasiones había negado conocer a la víctima y a los condenados, algo que, cuando menos, quedaba ahora en entredicho. 

José Mariano Benítez de Lugo, abogado de los padres de Yolanda, se opuso a la excarcelación de Martínez Loza en un escrito en el que reprochaba a su colega que, desde el 23 de octubre de 1981, fecha del procesamiento de su cliente, no hubiese propuesto la práctica de la prueba que ahora consideraba tan relevante. «Del documento que se aporta se puede sacar la conclusión de que el Sr. Rial Lago, director de la escuela donde estudiaba Yolanda, fue el que facilitó su dirección», decía el texto, aunque de ello, sostenía, no podía inferirse sin más la inocencia del condenado, «pues resultaría perfectamente posible que, emitida en su caso la información por el director de la escuela, llegara a Hellín a través de Martínez Loza». El acusador remataba sus alegaciones haciendo una consideración sobre el último párrafo del escrito de su colega. «Que el mayor bien del hombre, después de la vida, es la libertad merece un comentario, porque fue esta representación quien en su informe hizo tales manifestaciones al señalar que a Yolanda le habían quitado, sucesivamente, esos dos preciados bienes, y si como, con acierto, la Sala ha estimado que uno de los responsables de la pérdida de la libertad de Yolanda fue Martínez Loza, es paradójico cuando menos que el que ha cometido un delito de tal naturaleza implore contra una consecuencia obligada y legítima de sus punibles actos.»

La sala volvió a denegar de nuevo la libertad provisional a Martínez Loza, cuyo abogado, inasequible al desaliento, reiteró su petición de excarcelación el 5 de agosto. Antonio Muñoz Perea redundaba en los argumentos ya enunciados en sus dos anteriores escritos. «Si en el ánimo del Sr. Martínez Loza hubiera estado eludir la acción de la Justicia, ocasiones sobradas tuvo, y si no lo efectuó es por su fe en la Justicia», decía el letrado en su recurso, al que incorporaba la transcripción de la conversación telefónica mantenida por su cliente y su hijo con José Ricardo Prieto, que ya habían presentado meses atrás al juez instructor, cuyo contenido, decía, reafirmaba el peritaje caligráfico. Para entonces la sala ya había trasladado la causa al Tribunal Supremo y recomendó al abogado que dirigiera a este su petición de libertad. Así lo hizo Muñoz Perea, pero el Alto Tribunal resolvió mandar su escrito de vuelta a la Audiencia Nacional para que resolviera «con libertad de criterio». Una vez más, la sala se opuso a dejar en libertad al condenado razonando que ni el dictamen pericial caligráfico ni el contenido de la conversación telefónica transcrita desvirtuaban los hechos de los que era acusado.

Muñoz Perea aguardó hasta finales de noviembre, cuando su cliente cumplía seis meses de prisión, para presentar una cuarta petición de libertad que, con ligeras modificaciones, porfiaba en los argumentos ya utilizados. El letrado añadía que el medio año que su cliente llevaba en prisión le había impedido seguir regentando su «modesto establecimiento fabril», y que, de persistir la situación, se vería obligado a cerrar, «lo que conllevaría la situación de desempleo, tanto para los hijos de mi representado, como para los trabajadores que hoy están a su cargo». El defensor perseveraba añadiendo que en nuestro sistema legal «la regla general es la libertad provisional, y la excepción, la prisión, y aún más la prisión incondicional». Pese a su obstinación, la sala ratificó su negativa a dejar en libertad al condenado, a la vista de que desde sus anteriores resoluciones no se habían producido ni hechos ni circunstancias nuevas que justificaran un cambio de opinión.

Dos meses más tarde, el 30 de enero ya de 1983, Martínez Loza volvió a la carga con una quinta petición de libertad en la que redundaba en los mismos argumentos de ocasiones anteriores, si bien en esta oportunidad ponía como ejemplo el caso del periodista Xavier Vinader, condenado a 7 años de prisión por un delito de imprudencia temeraria profesional con el resultado de dos asesinatos, que había permanecido en libertad hasta que el Supremo confirmó la sentencia. «Pues bien, don Xavier Vinader ha permanecido en libertad provisional a pesar de tener un año de condena más que mi representado —escribía el letrado—, por lo que creemos que, si nos encontramos en un Estado de derecho donde se cumplen las disposiciones vigentes, la igualdad al ampliar esas normas ha de ser para todos los españoles.» La Sala de lo Penal resolvió rechazar de nuevo la petición al considerar que «ningún hecho ni alegación nueva se han producido después de las anteriores y múltiples peticiones de libertad solicitadas por el condenado David Martínez Loza», y negaba que su caso tuviese similitud con el del periodista, «pues en el primero se trata de un delito culposo y no doloso, siendo a su vez muy diferentes las circunstancias de toda índole concurrentes entre uno y otro, por lo que ante tales diferenciaciones no son de acoger principios de similitud ni de igualdad jurídicas».

Definitivamente, David Martínez Loza tendría que permanecer en prisión al menos hasta que el Tribunal Supremo resolviese. No tuvo que esperar mucho. El 5 de mayo la Sala Segunda del Alto Tribunal, presidida por el magistrado Fernando Díaz Palos, rechazó todos los recursos de casación presentados, confirmando así la sentencia de la Audiencia Nacional. La condena era firme. 
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Don Gerardo Prieto, director de la cárcel de Zamora, estampó su rúbrica con el firme convencimiento de que aquello no le iba a reportar más que problemas. No era una decisión suya, pero vaya usted a explicar a la gente que se le ha escapado el preso más conocido de cuantos custodia. Se había hecho cargo del penal en 1983, cuando aún cumplían condena en él numerosos terroristas de los Grupos de Resistencia Antifascista Primero de Octubre (Grapo), luego removidos de allí para transformarse en centro de referencia de los presos de la ultraderecha, entre ellos Emilio Hellín, que había sido conducido hasta él desde la prisión de Cartagena. Leyó de nuevo el comunicado que se disponía a remitir al presidente de la Audiencia Nacional, Fernando de Mateo Lage, para comprobar que su rebuscada redacción, como si pretendiera demorar inútilmente la noticia, no contuviera ningún error, y ordenó a un funcionario que le diera curso de forma inmediata. 

«Para la debida constancia y efectos procedentes
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